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1. CONSIDERACIONES INTRODUCTORIAS 

 
En el período comprendido entre el 1 de abril y el 30 de septiembre de 2024, 

pueden destacarse diecisiete sentencias dictadas por el Tribunal de Justicia de 

la Unión Europea en asuntos relacionados con el derecho ambiental. Tres de 

estas sentencias se produjeron como resultado de procedimientos incoados por 

la Comisión Europea en el marco del artículo 258 TFUE, en relación con el 

incumplimiento por parte de Estados miembros de actos legislativos de la Unión 

Europea que tienen por objeto la protección del medio ambiente. En particular, 

los Estados demandados en estos procedimientos fueron Eslovaquia, Bulgaria, 

y Malta. El resultado en todos estos casos fue una sentencia condenatoria para 

los respectivos Estados.  

En el período examinado también se dictaron cuatro sentencias en respuesta a 

recursos de anulación interpuestos conforme al artículo 263 TFUE, contra actos 

de la Comisión Europea con incidencia ambiental. Los diferentes casos 

evaluados por el Tribunal General en este periodo tenían conexión temática, y el 

resultado fue siempre desestimatorio. Asimismo, en el período examinado el 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea emitió dos sentencias que resultan de 

interés en materia ambiental en respuesta a recursos de casación, interpuestos 
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con arreglo al artículo 56 de su Estatuto. La solución en ambos casos fue 

desestimatoria.  

Por último, en el período incluido en la presente crónica se dictaron siete 

sentencias en respuesta a peticiones de decisión prejudicial remitidas al Tribunal 

de Justicia por órganos jurisdiccionales nacionales, en relación con la validez o 

la interpretación de distintas disposiciones de contenido ambiental del derecho 

de la Unión Europea. Las cuestiones abordadas en estos pronunciamientos son 

diversas, de forma que se han incluido en este apartado cinco epígrafes referidos 

a las diferentes materias abordadas en las sentencias. El primer epígrafe incluye 

una sentencia relativa al régimen para el comercio de derechos de emisión de 

gases de efecto invernadero; el segundo abarca otras dos sobre el fomento de 

la energía procedente de fuentes renovables; el tercer epígrafe introduce tres 

sentencias sobre conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora 

silvestres; se añade un cuarto epígrafe relativo a la prevención y control 

integrados de la contaminación y que en este periodo viene referido a una 

sentencia; por último, se incluye un apartado sobre política de aguas en el que 

aparece una sentencia sobre esta materia emitida en el periodo que abarca esta 

crónica. 

2. RECURSOS POR INCUMPLIMIENTO 

En el periodo comprendido en la presente crónica, se dictaron cuatro sentencias 

en respuesta a recursos por incumplimiento. En primer lugar y por orden 

cronológico, cabe citar la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

(Sala Séptima) de 30 de noviembre de 2023, as. C-328/22, Comisión Europea 

contra República de Eslovenia, en la que se declaró el incumplimiento por parte 

del Estado de la Directiva 91/271, sobre el tratamiento de las aguas residuales 

urbanas1. En particular, el Tribunal examinó el cumplimiento de los artículos 4 y 

5 de la Directiva 91/271 en relación a la aglomeración de Liubliana. 

En su argumentación, el Tribunal recordó que el artículo 4 de la Directiva 91/271 

señala que la totalidad de las aguas residuales urbanas que entren en los 

sistemas colectores deben ser objeto, antes de verterse, de un tratamiento 

 
1 Directiva 91/271/CEE, de 21 de mayo de 1991, sobre el tratamiento de residuos urbanos agua, 
DO L 135, p. 40.  
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secundario o de un proceso equivalente, los cuales deben realizarse en 

instalaciones de tratamiento cuyos vertidos cumplan los requisitos del Anexo I 

del mismo texto2. El Tribunal se remitió a su jurisprudencia anterior para señalar 

que cuando se demuestre que un vertido no cumple con las exigencias de este 

Anexo, debe considerarse probada la vulneración del artículo 4 con relación a la 

aglomeración en la que se produce3. Asimismo, se apreciará la vulneración de 

este precepto respecto a las aglomeraciones cuyas instalaciones de tratamiento 

secundario o de proceso equivalente de las aguas residuales urbanas tienen una 

capacidad insuficiente4. Teniendo en cuenta esta argumentación, el Tribunal 

señaló un incumplimiento del artículo 4 en la aglomeración de Liubliana, al no 

haber adoptado el Estado las medidas necesarias para garantizar que las aguas 

residuales urbanas que entren en los sistemas colectores se sometan, antes de 

verterse, a un tratamiento secundario o a un proceso equivalente. 

El Tribunal también argumentó el incumplimiento del artículo 15 de la Directiva 

91/271, que establece la obligación de que las autoridades competentes u 

organismos correspondientes del Estado miembro controlen los vertidos de las 

instalaciones de tratamiento de aguas residuales urbanas para verificar el 

cumplimiento de los requisitos del Anexo I de este texto5. En la sentencia se hace 

referencia a las muestras recogidas en la aglomeración de Liubliana, de forma 

que se señala que en este caso el Estado no ha adoptado las medidas que 

aseguren un control adecuado de los vertidos de las instalaciones de tratamiento 

de aguas residuales urbanas6. 

Como segunda sentencia de este apartado, cabe señalar la del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea (Sala Séptima) de 7 de diciembre de 2023, as. 

C-587/22, Comisión Europea contra Hungría, en la que se declaró nuevamente 

el incumplimiento de la Directiva 91/271/CEE sobre el tratamiento de las aguas 

residuales urbanas. En esta sentencia el Tribunal procedió al examen de la 

 
2 Véase párrafos 45 y 46. 
3 Véase párrafo 49. 
4 Véase párrafo 50. 
5 Véase párrafo 61. 
6 Véase párrafo 63. 



R. Giles Carnero  RCDA Vol. XV Núm. 2 (2024) 

 4 

situación del tratamiento de las aguas residuales en diversas aglomeraciones 

urbanas, y procedió a señalar el incumplimiento de diferentes previsiones de la 

Directiva 91/271 en los diferentes casos.  

En particular, se señaló el incumplimiento de los artículos 3 y 10 de la Directiva 

91/271 respecto de veintidós aglomeraciones urbanas al no haberse adoptado 

las medidas necesarias para que dispusieran de sistemas colectores de aguas 

residuales urbanas y de conexiones a dichos sistemas. En este sentido, el 

Tribunal recordó que 

“se desprende del tenor y de la estructura del artículo 3, apartado 1, de dicha 

Directiva que esta disposición impone a los Estados miembros una 

obligación de resultado precisa, clara e inequívoca, consistente en 

garantizar que toda aglomeración urbana a la que se aplique disponga de 

un sistema colector capaz de recoger todas las aguas residuales urbanas 

que genere” 

de forma que “únicamente como excepción a esta obligación es admisible 

recurrir a sistemas individuales de recogida de las aguas residuales urbanas”7. 

El Estado no aportó justificación para recurrir a los sistemas individuales de 

recogida de las aguas residuales urbanas, por lo que se declaró el 

incumplimiento del artículo 3, y de forma correlativa el del artículo 10, ya que el 

Tribunal señaló que “habida cuenta del vínculo que une al conjunto de estos 

artículos, la infracción del artículo 3, apartado 1, de la Directiva 91/271 conlleva 

la infracción del artículo 10 de esa misma Directiva”, referido este segundo 

artículo a la obligación de que las instalaciones de tratamiento de aguas 

residuales urbanas construidas conforme a la Directiva “sean diseñadas, 

construidas, utilizadas y mantenidas de manera que en todas las condiciones 

climáticas normales de la zona tengan un rendimiento suficiente” 8. 

Asimismo, el Tribunal señaló que el Estado había incumplido los artículos 4 y 10 

de la Directiva 91/271 respecto a estas mismas aglomeraciones urbanas, al no 

haber adoptado las medidas necesarias para que “las aguas residuales urbanas 

que entren en los sistemas colectores sean objeto, antes de verterse, de un 

 
7 Véase párrafos 24 y 25. 
8 Véase párrafos 30 y 35. 
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tratamiento secundario o de un proceso equivalente”; y los artículos 5 y 10 de la 

Directiva respecto a cinco aglomeraciones urbanas, al no haber adoptado las 

medidas necesarias para que “las aguas residuales urbanas que entren en los 

sistemas colectores sean objeto, antes de verterse, de un tratamiento más 

riguroso que el tratamiento secundario”. El Tribunal vinculó la vulneración de 

estos preceptos a la del artículo 3 cuya violación había declarado, de forma que 

señaló que  

“habida cuenta del vínculo que […] une dichas disposiciones al artículo 3 de 

la Directiva 91/271, debe considerarse que estas no se cumplen cuando no 

se respeta la obligación de resultado que dicho artículo impone previamente 

a los Estados miembros en lo que se refiere a la instalación de sistemas de 

recogida de las aguas residuales urbanas” 9. 

En tercer lugar, se incluye en este apartado la sentencia del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea (Sala Sexta) de 14 de diciembre de 2023, as. C-109/22, 

Comisión Europea contra Rumanía. En este caso, el Tribunal declaró el 

incumplimiento del artículo 260 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 

Europea, debido a que el Estado no había adoptado las medidas necesarias para 

ejecución de una sentencia condenatoria anterior. En la sentencia de 18 de 

octubre de 2018, as. C-301/17, el Tribunal había declarado que el Estado 

incumplió la Directiva 1999/31 relativa al vertido de residuos10. El Tribunal no 

aceptó las alegaciones del Estado respecto a no haber contado con un plazo 

razonable de ejecución de la sentencia, ni que ésta conllevase la violación del 

principio de igualdad de trato 11 . Asimismo, el Tribunal recordó el efecto 

disuasorio que presentan tanto la multa coercitiva como la condena a un pago a 

tanto alzado para evitar el incumplimiento de las obligaciones ambientales12. En 

consecuencia, y teniendo en cuenta las circunstancias del caso, condenó a 

Rumanía 

 
9 Véase párrafo 50. 
10 Directiva 1999/31/CE del Consejo, de 26 de abril de 1999, relativa al vertido de residuos, DO 
L 182, 1999, p. 1. 
11 Véase párrafos 25 y 29. 
12 Véase párrafos 55 y 79. 
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“a abonar a la Comisión Europea una multa coercitiva de 600 euros por cada 

vertedero y día de retraso en la ejecución de las medidas necesarias para 

dar cumplimiento a la sentencia de 18 de octubre de 2018, 

Comisión/Rumanía […], con efectos desde la fecha en que se dicte la 

presente sentencia y hasta la plena ejecución de la sentencia de 18 de 

octubre de 2018, Comisión/Rumanía […]”; y “a abonar a la Comisión 

Europea una cantidad a tanto alzado de 1.500.000 euros”. 

El cuarto y último pronunciamiento a incluir en el presente apartado de esta 

crónica se refiere a la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

(Sala Sexta) de 14 de marzo de 2024, as. C-576/22, Comisión Europea contra 

el Reino de España, en la que se declaró el incumplimiento de la 91/676/CEE 

del Consejo relativa a la protección de las aguas contra la contaminación 

producida por nitratos procedentes de fuentes agrarias 13 . En particular, el 

Tribunal consideró vulnerados el artículo 3.4 de la Directiva 91/676, en el que se 

señala que los Estados “examinarán y, si procede, modificarán o ampliarán las 

designaciones de zonas vulnerables en un plazo adecuado y como mínimo cada 

cuatro años, a fin de tener en cuenta cambios y factores no previstos en el 

momento de la designación anterior”; y el artículo 5.4 del mismo texto que 

establece la obligación de implementar los programas de acción en el plazo de 

cuatro años desde su elaboración, y señala los Anexos correspondientes en los 

que se incluyen las medidas obligatorias a llevar a cabo. 

El Tribunal desarrolló un amplio análisis de los datos aportados por las Partes, 

recordando que  

“para que pueda considerarse que unas aguas están «afectadas por la 

contaminación», a efectos, en especial, del artículo 3, apartado 1, de la 

Directiva 91/676, y sea necesaria su designación como zona vulnerable, con 

arreglo al artículo 3, apartado 2, de dicha Directiva, no es preciso que los 

 
13 Directiva 91/676/CEE del Consejo, de 12 de diciembre de 1991, relativa a la protección de las 
aguas contra la contaminación producida por nitratos procedentes de fuentes agrarias, DO L 375, 
1991, p. 1, en su versión modificada por el Reglamento (CE) n.º 1137/2008 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 22 de octubre de 2008, DO L 311, 2008, p. 1. 
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compuestos nitrogenados de origen agrario sean los causantes exclusivos 

de la contaminación; basta con que contribuyan significativamente a ella”14. 

Teniendo en cuenta los datos disponibles, el Tribunal consideró vulnerado el 

artículo 3.4 de la Directiva 91/676, al no haber designado el Estado  

“como zonas vulnerables las zonas de captación relevantes para los puntos 

de medición 1801M1T 1, ES 53M0137, ES 53M1123 y ES 53M1205, 

dependientes de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, para los 

puntos de medición JU210, JU209 y JU202, dependientes de la Comunitat 

Valenciana, y para el punto de medición TA 53306008, dependiente de la 

Comunidad de Madrid” 15. 

La Comisión solicitó también la declaración del incumplimiento del artículo 5.4 

de la Directiva 91/676, en relación con sus anexos II y III, al no haberse previsto 

todas las medidas obligatorias necesarias en programas de acción que 

afectaban a diferentes comunidades autónomas16. El Tribunal realizó un análisis 

particularizado de los datos aportados en relación a cada una de las zonas 

afectadas, y declaró que se había producido la vulneración de este precepto  

“al no haber establecido todas las medidas obligatorias necesarias en los 

programas de acción de la Comunidad Autónoma de Aragón, de la 

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, de la Comunidad de Castilla 

y León, de la Comunidad Autónoma de Extremadura y de la Comunidad de 

Madrid”; y “al no haber adoptado las medidas adicionales o acciones 

reforzadas necesarias en relación con la contaminación por nitratos en el 

caso de la Comunidad Autónoma de Aragón, la Comunidad Autónoma de 

Castilla-La Mancha, la Comunidad de Castilla y León y la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia”. 

3. RECURSOS DE ANULACIÓN 

En el período revisado en esta crónica, se emitieron cuatro sentencias en 

respuesta a recursos de anulación presentados contra actos de la Unión 

 
14 Véase párrafo 66. 
15 Véase párrafo 80. 
16 Véase párrafos 81 y 82. 
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Europea con contenido ambiental. La sentencia del Tribunal General (Sala 

Tercera) de 17 de abril 2024, as. T-346/22, Föreningen Svenskt Landskapsskydd 

contra Comisión Europa, rechazó la anulación de la decisión de la Comisión 

Europea, notificada mediante escrito de 1 de abril de 2022, por la que se 

desestima la solicitud de revisión interna, así como, sobre la base del artículo 

265 TFUE, la actuación de esta Institución, en relación al Plan Nacional 

Integrado de Energía y Clima de Suecia para el período 2021-2030. El Tribunal 

no consideró suficientes los argumentos alegados, y rechazó el recurso de 

anulación en todos sus términos. 

El mismo resultado se obtuvo en la sentencia del Tribunal General (Sala 

Segunda) de 17 de abril 2024, as. T-345/22, Stöttingfjällets Miljöskyddsförening 

contra Comisión Europa. En caso se rechazó la anulación de la decisión de la 

Comisión Europea, notificada mediante escrito de 1 de abril de 2022, por la que 

se desestimó la solicitud de revisión interna, así como, sobre la base del artículo 

265 TFUE, la actuación de esta Institución, en relación al Plan Nacional 

Integrado de Energía y Clima de Suecia para el período 2021-2030. De forma 

similar al caso anterior citado, el Tribunal no consideró suficientes los 

argumentos alegados, y rechazó el recurso de anulación en todos sus términos. 

Una tercera sentencia, con similar resultado, fue la del Tribunal General (Sala 

Tercera) de 17 de abril 2024, as. T-344/22, Stichting Nationaal Kritisch Platform 

Windenergie contra Comisión Europa. La demandante pretendió, en este caso, 

la anulación de la decisión de la Comisión Europea, notificada mediante escrito 

de 1 de abril de 2022, por la que se desestimó la solicitud de revisión interna, así 

como, sobre la base del artículo 265 TFUE, la actuación de esta Institución, en 

relación al Plan Nacional Integrado de Energía y Clima de Reino Unido para el 

período 2021-2030. Nuevamente, el Tribunal consideró que no procedía aceptar 

el recurso de anulación. 

Finalmente, también se produjo un resultado negativo para el recurso de 

anulación en la sentencia del Tribunal General (Sala Tercera) de 17 de abril 

2024, as. T-331/22, Nederlandse Vereniging Omwonenden Windturbines contra 

Comisión Europea. La petición de anulación se dirigió, en este caso, a la decisión 

de la Comisión Europea, notificada mediante escrito de 1 de abril de 2022, por 

la que se desestimó la solicitud de revisión interna, así como, sobre la base del 
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artículo 265 TFUE, la actuación de esta Institución, en relación al Plan Nacional 

Integrado de Energía y Clima de Holanda para el período 2021-2030. 

 

4. RECURSOS DE CASACIÓN.  

En el periodo incluido en la presente crónica, el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea emitió dos sentencias en respuesta a recursos de casación contra actos 

del Tribunal General de la Unión Europea. Por orden cronológico, el primero de 

los pronunciamientos emitidos se incluyó en la sentencia del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea (Sala Octava) de 26 de septiembre de 2024, as. C-340/23 

P, Asociación Trinacional de Protección Nuclear (ATPN) contra Comisión 

Europea. En el recurso de casación interpuesto se solicitó la anulación del auto 

del Tribunal General de la Unión Europea de 30 de marzo de 2023, as. T-567/22, 

ATPN contra Comisión Europea, en el que se declaró inadmisible el recurso 

relativo a la anulación de un Reglamento Delegado de esta Institución, en 

relación a la divulgación de información pública sobre determinadas actividades 

económicas17.  

La demanda fue interpuesta por una asociación que agrupaba a 98 entidades 

locales de Alemania, Francia y Suiza, así como a 144 personas y 47 

organizaciones no gubernamentales, y su objetivo era, en particular, proteger a 

la población contra cualquier riesgo nuclear en la región del Alto Rin, e impedir 

la construcción de nuevas centrales nucleares en esta región18. Mediante el auto 

recurrido no se le había reconocido su capacidad para actuar ante el Tribunal, 

declarándose el recurso inadmisible. En este nuevo pronunciamiento, el Tribunal 

de Justicia no observó que se hubiese dado ningún error en la sentencia 

cuestionada, por lo que no se aceptó la pretensión de anulación del auto 

cuestionado.  

El mismo resultado negativo obtendría el recurso resuelto mediante la sentencia 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Sexta) de 25 de marzo de 

 
17 Reglamento Delegado (UE) 2022/1214 de la Comisión, de 9 de marzo de 2022, por el que se 
modifica el Reglamento Delegado (UE) 2021/2139 en lo que respecta a las actividades 
económicas en determinados sectores energéticos y el Reglamento Delegado (UE) 2021/2178 
en lo que respecta a la divulgación pública de información específica sobre esas actividades 
económicas, DO L188, 2022, p. 1. 
18 Véase párrafo 10. 
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2021, as. C-565/19 P, Armando Carvalho y otros contra Parlamento Europeo y 

Consejo de la Unión Europea. En este caso, se solicitó la anulación de la 

sentencia del Tribunal de la Unión Europea de 8 de mayo de 2019, as. T-330/18, 

Carvalho e.a contra Parlamento y Consejo, en la que se desestimó el recurso 

que solicitaba la anulación parcial de la Directiva (UE) 2018/410 por la que se 

modifica la Directiva 2003/87/CE para intensificar las reducciones de emisiones 

de forma eficaz en relación con los costes y facilitar las inversiones en 

tecnologías hipocarbónicas, así como la Decisión (UE) 2015/181419. Tampoco 

en este caso el Tribunal estimó las alegaciones, por lo que no se aceptó la 

pretensión de anulación 

 

5. CUESTIONES PREJUDICIALES 

5.1. Régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero 

En el período temporal que abarca esta crónica, el Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea resolvió una cuestión prejudicial relativa a la interpretación de 

normativa europea sobre el Régimen para el comercio de derechos de emisión 

de gases de efecto invernadero. Mediante la sentencia del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea (Sala Novena) de 6 de junio de 2024, as. C-166/23, 

Naturvårdsverket (Agencia de Protección del Medio Ambiente de Suecia) contra 

Nouryon Functional Chemicals AB, se resolvió una pregunta planteada por el 

Tribunal de Apelación en Materia de Suelo y Medio Ambiente de Suecia, sobre 

la interpretación de la Directiva 2003/87/CE, por la que se establece un régimen 

para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en la 

Unión20.  

 
19 Directiva (UE) 2018/410 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2018, por 
la que se modifica la Directiva 2003/87/CE para intensificar las reducciones de emisiones de 
forma eficaz en relación con los costes y facilitar las inversiones en tecnologías hipocarbónicas, 
así como la Decisión (UE) 2015/1814, DO, L 76, de 19 de marzo de 2018, p. 3. 
20 Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por 
la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en la Unión y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo, DO L 275, 
2003, p. 32; en su versión modificada por la Directiva (UE) 2018/410 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 14 de marzo de 2018, DO L 76, 2018, p. 3. 
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En el litigio principal se cuestionaba una decisión de la Agencia sueca por la que 

se ordenaba a Nouryon que completase su plan de seguimiento de las emisiones 

de gases de efecto invernadero incluyendo todas las unidades que integraba, 

incluido un incinerador utilizado casi exclusivamente para incinerar las aguas 

residuales derivadas del proceso industrial. En esencia, se requería al Tribunal 

la interpretación del punto 5 del anexo I de la Directiva 2003/87/CE, en relación 

a las unidades de incineración que se excluyen del ámbito de aplicación de la 

Directiva21. El Tribunal declaró la pertinencia de acudir a los métodos habituales 

de interpretación literal, sistemática y teleológica 22 , para interpretar este 

apartado en el sentido de que 

“todas las unidades de incineración de residuos peligrosos o de residuos 

urbanos están excluidas del ámbito de aplicación de esta Directiva, en su 

versión modificada, incluidas las integradas en una instalación comprendida 

en ese ámbito y que no tienen como única finalidad la incineración de esos 

residuos, siempre que solo se utilicen para la incineración de otros residuos 

de forma marginal” 

5.2. Fomento de las energías renovables 

En el periodo que abarca esta crónica, el Tribunal de Justicia resolvió dos 

cuestiones prejudiciales planteadas en relación al fomento de las energías 

renovables. El primer pronunciamiento se recogió en la Sentencia del Tribunal 

de Justicia (Sala Séptima) de 27 de junio de 2024, as. C-148/23, Gestore dei 

Servizi Energetici SpA contra Erg Eolica Ginestra Srl y otros, que resolvió una 

pregunta planteada por el Consejo de Estado de Italia sobre la interpretación de 

la Directiva 2009/28/CE, relativa al fomento del uso de energía procedente de 

fuentes renovables, y de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea23. En este caso el litigio principal se originó entre el gestor de servicios 

energéticos en Italia, y veintiuna sociedades que producen energía eléctrica a 

partir de fuentes renovables distintas de las fotovoltaicas, en relación a la 

 
21 Véase párrafo 31. 
22 Véase párrafo 44. 
23 Directiva 2009/28/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009, relativa 
al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables y por la que se modifican y se 
derogan las Directivas 2001/77/CE y 2003/30/CE, DO L 140, 2009, p. 16. 
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sustitución de un sistema de apoyo a los productores de dicha energía eléctrica 

por otro que les obligaba a celebrar un convenio con este gestor para poder 

acogerse al nuevo régimen de apoyo24. 

Las cuestiones planteadas al Tribunal se refirieron a la interpretación de los 

términos de los artículos 1 y 3 de la Directiva 2009/28/CE, a la luz de los 

considerandos 8, 14 y 25 de dicha Directiva y de los principios de seguridad 

jurídica y de protección de la confianza legítima, y del artículo 16 de la Carta de 

los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En el desarrollo de su 

argumentación, el Tribunal recordó la finalidad general de la Directiva de 

establecer un marco común para el fomento de la energía procedente de fuentes 

renovables25, teniendo en cuenta que  

“el establecimiento de ese marco común y de esos objetivos debería 

proporcionar al sector la estabilidad a largo plazo que necesita para poder 

realizar inversiones razonables y sostenibles en el campo de las energías 

renovables, capaces de incrementar el desarrollo permanente e impulsar 

nuevas tecnologías que produzcan energía a partir de todas las fuentes de 

energía renovables” 26 

En este marco, y destacando el margen de apreciación del Estado, el Tribunal 

declaró que: 

 “los artículos 1 y 3 de la Directiva 2009/28/CE […], relativa al fomento del 

uso de energía procedente de fuentes renovables y por la que se modifican 

y se derogan las Directivas 2001/77/CE y 2003/30/CE, en relación con los 

considerandos 8, 14 y 25 de aquella y con los principios de seguridad jurídica 

y de protección de la confianza legítima, así como el artículo 16 de la Carta 

de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, deben interpretarse 

en el sentido de que no se oponen a una normativa nacional que, en el 

contexto de la sustitución de un sistema nacional de ayudas a la energía 

eléctrica procedente de fuentes renovables basado en las cuotas de esa 

energía que se han de inyectar en la red nacional y en la expedición de 

certificados verdes a las empresas que producen dicha energía eléctrica por 

 
24 Véase párrafo 2. 
25 Véase párrafo 34. 
26 Véase párrafo 35. 



RCDA Vol. XV Núm. 2 (2024)  Juris Ambien UE 

 13 

un sistema nacional de ayudas a esa misma energía basado en la concesión 

de tarifas de recompra incentivadoras a dichas empresas, supedita la 

posibilidad de acogerse a este último sistema a la celebración de un 

convenio relativo a las condiciones de concesión de esas ayudas entre las 

citadas empresas y una entidad controlada por el Estado encargada de la 

gestión y del control de este último sistema, incluso para las empresas que, 

habida cuenta de la fecha de puesta en funcionamiento de sus instalaciones, 

estaban acogidas al sistema nacional de ayudas basado en cuotas y en la 

expedición de certificados verdes”. 

El segundo de los pronunciamientos sobre este ámbito se recogió en la 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 29 de julio de 2024, as. 

C-624/22, BP France SAS contra Ministro de Economía, Hacienda y Soberanía 

Industrial y Digital de Francia, que resolvió una pregunta planteada por el 

Consejo de Estado de Francia sobre la interpretación de la Directiva 2009/28/CE, 

relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables, la 

Directiva (UE) 2018/2001, relativa al fomento del uso de energía procedente de 

fuentes renovables, y el artículo 34 del TFUE27. El litigio principal se había 

originado ante la demanda de BP France SAS sobre la legalidad de la Circular 

del Ministro Delegado, encargado de las cuentas públicas, de 18 de agosto de 

2020, relativa al Impuesto para Fomentar la Incorporación de Biocarburantes, 

mediante la que se obligaba a recurrir a un ensayo físico en laboratorio con 

carbono radioactivo para determinar el contenido real en aceites vegetales 

hidrotratados de tipo gasolina o gasóleo de los carburantes producidos según la 

técnica del coprocesamiento28. 

Mediante las cuestiones planteadas, el órgano jurisdiccional nacional cuestionó 

la compatibilidad de derecho nacional con la Directiva 2009/28 y la Directiva 

2018/2001 en relación a la evaluación de la cuota de energía procedente de 

fuentes renovables contenida en los carburantes producidos según la técnica del 

 
27 Directiva 2009/28/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009, relativa 
al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables y por la que se modifican y se 
derogan las Directivas 2001/77/CE y 2003/30/CE, DO L 140, 2009, p. 16; Directiva (UE) 
2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, relativa al 
fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables, DO L 328, 2018, p. 82. 
28 Véase párrafo 2. 
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coprocesamiento, así como con el artículo 34 del TFUE en relación al sistema 

de impuestos establecidos29. Para responder a las cuestiones planteadas, el 

Tribunal declaró:  

“1)      Los artículos 17 y 18 de la Directiva 2009/28/CE […], y los artículos 

29 y 30 de la Directiva (UE) 2018/2001 […], deben interpretarse en el sentido 

de que el sistema de seguimiento mediante balance de masa y los 

regímenes voluntarios nacionales o internacionales que estos artículos 

prevén tienen como objeto evaluar y justificar la sostenibilidad de las 

materias primas y de los biocarburantes, así como de sus mezclas, y no 

delimitar la evaluación de la cuota de energía procedente de fuentes 

renovables contenida en los carburantes producidos según la técnica del 

coprocesamiento. 

2)      El artículo 34 TFUE debe interpretarse en el sentido de que se opone 

a la normativa de un Estado miembro que exige, a efectos del cálculo de un 

impuesto para fomentar la incorporación de biocarburantes, la realización de 

un ensayo físico con carbono radioactivo del contenido en biocarburantes 

(AVH) de carburantes producidos según la técnica del coprocesamiento en 

el momento en que estos se reciben en el primer depósito fiscal de dicho 

Estado miembro cuando los citados carburantes se producen en una planta, 

situada en otro Estado miembro, que utiliza un sistema voluntario de 

seguimiento mediante balance de masa reconocido como completo por la 

Comisión Europea, en virtud del artículo 18, apartado 4, de la Directiva 

2009/28 y del artículo 30, apartado 4, de la Directiva 2018/2001, a pesar de 

que los carburantes producidos según esa técnica en el primer Estado 

miembro no están sujetos a tal análisis cuando se despachan a consumo 

directamente de fábrica y de que las autoridades de ese primer Estado 

miembro, para determinar, a efectos de dicho impuesto, el contenido de 

biocarburantes que puede asignarse a la correspondiente partida con 

ocasión de su salida del establecimiento fiscal suspensivo de productos 

energéticos o del establecimiento fiscal nacional, aceptan evaluar, 

basándose en un promedio mensual de incorporación del establecimiento o 

planta de que se trate, el contenido en biocarburantes de las exportaciones 

 
29 Véase párrafos 39 y 58. 
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o de las mercancías despachadas a consumo en otros sectores distintos del 

transporte”. 

5.3. Conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres 

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea también resolvió en este periodo tres 

cuestiones prejudiciales relativas a la interpretación de normativa europea en 

materia de conservación de los hábitats naturales, y de la fauna y flora silvestres. 

Mediante la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala 

Primera) de 11 de julio de 2024, as. C-601/22, Umweltverband WWF Österreich 

y otros contra Gobierno del Estado Federado de Tirol, se resolvió una pregunta 

planteada por el Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo de Tirol, 

Austria, sobre la interpretación de la Directiva Hábitats30. Las organizaciones de 

protección animal y del medio ambiente demandantes iniciaron el litigo principal 

ante la concesión por el Gobierno del Estado Federado de Tirol de una excepción 

temporal a la prohibición de cazar un espécimen de animal silvestre 

perteneciente a la especie canis lupus (lobo)31. 

En la primera cuestión planteada por el órgano jurisdiccional nacional se 

cuestionó la validez del artículo 12.1, en relación al Anexo IV, de la Directiva 

Hábitats. El órgano preguntó si este precepto era “válido a la luz del principio de 

igualdad entre los Estados miembros, consagrado en el artículo 4 TUE, apartado 

2, en la medida en que dicho anexo IV excluye las poblaciones de lobos situadas 

en el territorio de determinados Estados miembros del sistema de protección 

rigurosa establecido en el artículo 12 de dicha Directiva, pero no excluye la 

población de lobos presente en Austria”32. La respuesta del Tribunal a esta 

primera cuestión fue que el examen de la cuestión planteada “no ha puesto de 

manifiesto ningún elemento que pueda afectar a la validez del artículo”33. 

 
30 Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los 
hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, DO L 206, 1992, p. 7. 
31 Véase párrafo 2. 
32 Véase párrafo 26. 
33 Véase párrafo 46. 
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El resto de las cuestiones planteadas se referían a la interpretación de diferentes 

conceptos incluidos en el artículo 16.1 de la Directiva Hábitats34, y en respuesta 

a ellas, el Tribunal declaró: 

““2)      El artículo 16, apartado 1, de la Directiva 92/43, en su versión 

modificada por la Directiva 2013/17, debe interpretarse en el sentido de que 

el requisito que en él se establece, según el cual la excepción concedida en 

virtud de esa disposición no debe perjudicar el mantenimiento, en un estado 

de conservación favorable, de las poblaciones de la especie de que se trate 

en su área de distribución natural, puede apreciarse teniendo en cuenta, a 

la vista de los datos disponibles, el ámbito de la región biogeográfica que 

rebasa las fronteras nacionales, solo cuando previamente se haya 

comprobado que dicha excepción no perjudica el mantenimiento en tal 

estado de conservación favorable en el ámbito del territorio local y nacional 

del Estado miembro de que se trate. 

3)      El artículo 16, apartado 1, letra b), de la Directiva 92/43, en su versión 

modificada por la Directiva 2013/17, debe interpretarse en el sentido de que 

el concepto de «daños graves», enunciado en esa disposición, no 

comprende los daños indirectos futuros que no son imputables al espécimen 

de la especie animal objeto de la excepción concedida en virtud de dicha 

disposición. 

4)      El artículo 16, apartado 1, de la Directiva 92/43, en su versión 

modificada por la Directiva 2013/17, debe interpretarse en el sentido de que, 

en el marco de la determinación de la existencia de «otra solución 

satisfactoria», a efectos de dicha disposición, las autoridades nacionales 

competentes están obligadas a apreciar, sobre la base de los mejores 

conocimientos científicos y técnicos disponibles, las demás soluciones 

posibles teniendo en cuenta, en particular, sus implicaciones económicas, 

sin que estas últimas tengan carácter determinante, y ponderándolas con el 

objetivo general de mantenimiento o restablecimiento, en un estado de 

conservación favorable, de la especie animal de que se trata”. 

También sobre la situación del lobo se produjo en este periodo un segundo 

pronunciamiento en la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

(Sala Primera) de 29 de julio de 2024, as. C-436/22, Asociación para la 

 
34 Véase párrafo 47, 67, y 76. 
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Conservación y Estudio del Lobo Ibérico (ASCEL) contra Administración de la 

Comunidad de Castilla y León. Mediante esta sentencia se resolvió una pregunta 

planteada por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de España,  

sobre la interpretación de la Directiva Hábitats35. En este caso, el litigio principal 

se había generado ante un recurso contencioso-administrativo interpuesto por 

ASCEL, por el que solicitó la anulación de la Resolución de 9 de octubre de 2019 

de la Dirección General del Patrimonio Natural y Política Forestal de la Junta de 

Castilla y León, que aprobaba el Plan de aprovechamientos comarcales del lobo 

en los terrenos cinegéticos situados al norte del río Duero en Castilla y León para 

las temporadas 2019/2020, 2020/2021 y 2021/2022, y la condena de la 

demandada en el litigio principal a abonar una indemnización sustitutoria por 

cada espécimen sacrificado durante esas temporadas36.  

El órgano jurisdiccional nacional elevó su consulta sobre la interpretación de 

diferentes preceptos de la Directiva Hábitat, y en particular, sobre las 

interpretación del artículo 14 y su compatibilidad con el “Plan de 

aprovechamientos comarcales del lobo en los terrenos cinegéticos situados al 

norte del río Duero en Castilla y León, habida cuenta de que el estado de 

conservación de esta especie durante el período 2013-2018 en las tres regiones 

que ocupaba en España, a saber, las regiones Alpina, Atlántica y Mediterránea, 

se consideró desfavorable” 37 . El tribunal centró su argumentación sobre la 

interpretación del artículo 14, relativo a las medidas a adoptar para el 

mantenimiento de las especies en un estado de conservación favorable, y 

declaró que “debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa 

de un Estado miembro en virtud de la cual se declara al lobo como especie cuyos 

especímenes pueden cazarse en una parte del territorio de ese Estado miembro 

en la que el lobo no está comprendido en la protección rigurosa prevista en el 

artículo 12, apartado 1, de dicha Directiva, siendo así que el estado de 

conservación de esa especie en ese Estado miembro se considera 

«desfavorable-inadecuado». A este respecto, han de tenerse en cuenta el 

 
35 Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los 
hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, DO L 206, 1992, p. 7. 
36 Véase párrafo 2. 
37 Véase párrafo 44 y 45. 
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informe elaborado cada seis años con arreglo al artículo 17 de la citada Directiva, 

todos los datos científicos más recientes, incluidos los obtenidos gracias a la 

vigilancia prevista en el artículo 11 de la misma Directiva, y el principio de cautela 

consagrado en el artículo 191 TFUE, apartado 2”. 

En tercer lugar, en la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

(Sala Primera) de 12 de septiembre de 2024, as. C-66/23, Sociedad Helénica de 

Ornitología y otros contra Ministro del Interior, Ministro de Hacienda, Ministro de 

Desarrollo e Inversión, Ministro de Medio Ambiente y Energía, y Ministro de 

Desarrollo Rural y Alimentación, se resolvió una pregunta planteada por el 

Consejo de Estado griego,  sobre la interpretación de la Directiva Aves, la 

Directiva Hábitats, y la Directiva 2011/92/UE, relativa a la evaluación de las 

repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio 

ambiente38.  

El litigio principal se había producido ante la impugnación por parte de varias 

asociaciones y un gran número de particulares de una orden ministerial de 2012, 

cuya finalidad era modificar y completar el acto por el que se adaptaba el 

Derecho helénico a la Directiva sobre las aves. Los demandantes sostenían que 

esta Orden Ministerial no había transpuesto correctamente la Directiva sobre las 

aves al ordenamiento jurídico griego39. El Tribunal señaló la necesidad de una 

interpretación coherente de todo el régimen de protección, y declaró que:  

“1) El artículo 4, apartados 1 y 2, de la Directiva 2009/147/CE […], relativa a 

la conservación de las aves silvestres, y el artículo 6, apartados 2 a 4, de la 

Directiva 92/43/CEE […], relativa a la conservación de los hábitats naturales 

y de la fauna y flora silvestres, deben interpretarse en el sentido de que 

obligan a los Estados miembros a definir, para cada zona de protección 

especial, considerada individualmente, objetivos y medidas de conservación 

relativos a todas las especies de aves que se recogen en el anexo I de la 

 
38 Directiva 2009/147/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de noviembre de 2009, 
relativa a la conservación de las aves silvestres, DO L 20, 2010, p. 7; Directiva 92/43/CEE del 
Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de la 
fauna y flora silvestres, DO L 206, 1992, p. 7; y Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la evaluación de las repercusiones de 
determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, DO L 26, 2012, p. 1, en 
su versión modificada por la Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 
de abril de 2014, DO L 124, 2014, p. 1. 
39 Véase párrafo 13. 
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Directiva 2009/147 y las especies migratorias que no se recogen en este 

anexo cuya llegada sea regular, así como a su hábitat. De este modo, 

corresponde a los Estados miembros definir las prioridades en función de la 

importancia de tales medidas para la consecución de los objetivos de 

conservación del conjunto de estas especies. 

2) El artículo 4, apartados 1 y 2, de la Directiva 2009/147 y el artículo 6, 

apartados 2 a 4, de la Directiva 92/43 deben interpretarse en el sentido de 

que la obligación de realizar evaluaciones medioambientales de proyectos 

conforme a la Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 13 de diciembre de 2011, relativa a la evaluación de las repercusiones 

de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, en 

su versión modificada por la Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 16 de abril de 2014, no incide en el alcance de las 

obligaciones derivadas de estas disposiciones”. 

 

5.4. Prevención y control integrados de la contaminación 

En el periodo comprendido en la presente crónica, el Tribunal de Justicia resolvió 

una cuestión prejudicial planteada en relación a la prevención y control 

integrados de la contaminación. Este pronunciamiento se recogió en la 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 25 de junio de 2024, as. 

C-626/22, C. Z. y otros contra Ilva SpA in Amministrazione Straordinaria y otros, 

que resolvió una pregunta planteada por el Tribunal de Milán, Italia, sobre la 

interpretación de la Directiva 2010/75, relativa a la prevención y el control 

integrados de la contaminación40. En este caso el litigio principal se originó ante 

la demanda de los residentes del municipio de Tarento y limítrofes, en relación a 

 
40 Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por 
la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo, DO, L 
275, de 25 de octubre de 2003, p. 32; y Decisión 2011/278/UE de la Comisión, de 27 de abril de 
2011, por la que se determinan las normas transitorias de la Unión para la armonización de la 
asignación gratuita de derechos de emisión con arreglo al artículo 10 bis de la Directiva 
2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, DO, L 130, de 17 de mayo de 2011, p. 1. 

Directiva 2010/75/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre 
las emisiones industriales (prevención y control integrados de la contaminación), DO L 334, 2010, 
p. 17. 
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la contaminación causada por la actividad de una fábrica siderúrgica y con los 

daños que de ella resultan para la salud de las personas 41. 

Las cuestiones planteadas al Tribunal se refirieron a la interpretación de la 

Directiva 2010/75 respecto a diversos aspectos a evaluar en la actividad de la 

instalación, y al plazo para cumplir las medidas prescritas de protección al medio 

ambiente42. En respuesta a lo planteado por el órgano jurisdiccional nacional, el 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea declaró que: 

““1)      La Directiva 2010/75/UE […], a la luz del artículo 191 TFUE y de los 

artículos 35 y 37 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea, debe interpretarse en el sentido de que los Estados miembros 

están obligados a establecer que la evaluación previa de las repercusiones 

de la actividad de la instalación de que se trate, tanto sobre el medio 

ambiente como sobre la salud de las personas, debe formar parte integrante 

de los procedimientos de expedición y revisión de un permiso de explotación 

de la instalación con arreglo a dicha Directiva. 

2)      La Directiva 2010/75 debe interpretarse en el sentido de que, a efectos 

de la expedición o de la revisión de un permiso de explotación de una 

instalación en virtud de dicha Directiva, la autoridad competente debe tener 

en cuenta, además de las sustancias contaminantes previsibles a la luz de 

la naturaleza y del tipo de actividad industrial de que se trate, todas aquellas 

que sean objeto de emisiones científicamente reconocidas como nocivas 

que puedan ser emitidas por la instalación, incluidas las generadas por esa 

actividad que no hayan sido evaluadas en el procedimiento de autorización 

inicial de esa instalación. 

3)      La Directiva 2010/75 debe interpretarse en el sentido de que se opone 

a una normativa nacional en virtud de la cual el plazo concedido al operador 

de una instalación para cumplir las medidas de protección del medio 

ambiente y de la salud humana establecidas en el permiso de explotación 

de dicha instalación ha sido objeto de prórrogas reiteradas, pese a que se 

han puesto de manifiesto riesgos graves e importantes para la integridad del 

medio ambiente y de la salud de las personas. Cuando la actividad de la 

instalación en cuestión presenta tales peligros, el artículo 8, apartado 2, 

 
41 Véase párrafo 2. 
42 Véase párrafos 66, 106 y 123. 
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párrafo segundo, de dicha Directiva exige, en cualquier caso, que se 

suspenda el funcionamiento de la instalación”. 

5.5. Aguas 

En el período temporal fijado por esta crónica, el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea resolvió una cuestión prejudicial relativa a la interpretación de normativa 

europea en el ámbito de la Política Europea en materia de aguas. Mediante la 

sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Segunda) de 25 de 

abril de 2024, as. C-301/22, Peter Sweetman contra la Agencia de Ordenación 

del Territorio de Irlanda, y el Fiscal General. En este caso se respondió a las 

preguntas planteadas por el Tribunal Superior de Irlanda, sobre la interpretación 

de la Directiva 2000/60, por la que se establece un marco comunitario de 

actuación en el ámbito de la política de aguas43, y que se referían a un litigio 

principal originado ante un proyecto que permitía la captación de agua dulce de 

un lago44. 

El Tribunal reformuló las cuestiones prejudiciales presentadas por el órgano 

jurisdiccional nacional, y señaló que lo que se preguntaba, en esencia, era sobre 

la interpretación de los artículos 5.1, 8, 4.1.a) y 11 de la Directiva 2000/60, en 

conexión con los anexos II y V de esta Directiva, en relación a la aplicación a un 

lago con una determinada superficie, a las medidas a tomar en cada 

demarcación hidrográfica, y a las obligaciones que incumben a cada autoridad 

competente45. En respuesta a estas cuestiones, el Tribunal declaró que los 

artículos 5.1 y 8 de la Directiva 2000/60/CE 

“deben interpretarse en el sentido de que un lago cuya superficie sea inferior 

a 0,5 km² no está comprendido en el ámbito de aplicación de la obligación 

de establecer las condiciones de referencia específicas del tipo ni de la 

obligación de establecer los programas de seguimiento del estado de las 

aguas, previstas en esas disposiciones”. 

 
43 Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por 
la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas, DO 
L 327, 2000, p. 1. 
44 Véase párrafo 2. 
45 Véase párrafos 21, 25 y 43. 
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 asimismo, los artículos 4.1.a) y 11 de esta misma Directiva 2000/60 

““deben interpretarse en el sentido de que exigen a una autoridad 

competente, cuando esta se pronuncia sobre una solicitud de autorización 

de un proyecto que puede afectar a un lago para el cual, debido a su 

superficie inferior a 0,5 km², no se han establecido ni las condiciones de 

referencia específicas del tipo ni un programa de seguimiento del estado de 

las aguas, en virtud de los artículos 5, apartado 1, primer guion, y 8 de la 

Directiva 2000/60, en relación con los anexos II y V, respectivamente, de 

esta Directiva, asegurarse, por un lado, de que la realización de tal proyecto 

no pueda provocar, debido a sus efectos sobre ese lago, un deterioro del 

estado de otra masa de agua superficial que ha sido o debería haber sido 

identificada por el Estado miembro de que se trate como un «tipo» de masa 

de agua superficial ni poner en peligro el logro de un buen estado de las 

aguas superficiales o de un buen potencial ecológico y un buen estado 

químico de esa otra masa de agua superficial y, por otro lado, de que la 

realización de ese proyecto sea compatible con las medidas aplicadas en 

virtud del programa elaborado con arreglo al artículo 11 de la referida 

Directiva para la demarcación hidrográfica de que se trate”. 

 

  

 


